STC 235/2001, DE 13 DE DICIEMBRE, SOBRE LA DETERMINACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN COMPETENTE PARA LA REALIZACIÓN DE LAS FUNCIONES DE CONTROL DE LOS DENOMINADOS “PRECURSORES” (SUSTANCIAS QUÍMICAS CATALOGADAS SUSCEPTIBLES DE DESVÍO PARA LA FABRICACIÓN ILÍCITA DE DROGAS).
I. Antecedentes.
La Generalitat de Cataluña impugna los artículos 11, 12, 26 y 27 de la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre medidas de control de sustancias químicas catalogadas susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de drogas por considerar que sus previsiones normativas vulneran las competencias que tiene establecidas estatutariamente.

El art. 11 exige la obtención de una licencia de actividad, expedida por el Ministerio de Justicia e Interior, a las personas físicas o jurídicas que se dediquen habitual u ocasionalmente a la fabricación, transformación, procesamiento etc. de los citados productos.
El art. 12 determina que serán competentes para recibir las notificaciones de los sujetos obligados y para requerirles información sobre las operaciones con sustancias químicas catalogadas las autoridades que se determinen por el Ministerio de Justicia e Interior.
El art.26 atribuye a ese mismo Ministerio la incoación e instrucción del procedimiento sancionador correspondiente a la comisión de las infracciones previstas en la Ley. Finalmente, el art.27 prevé que la imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponda al Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Justicia e Interior, y que dicha imposición se ejercite por este último en caso de infracciones graves y leves.
II. Sentencia 235/2001, de 13 de diciembre.

· Objeto del recurso:

Determinación de la Administración competente para realizar una serie de actuaciones de carácter ejecutivo o aplicativo, previstas en la Ley 3/1996 en relación con los denominados “precursores”.

· Encuadramiento de la materia:
 Las actividades que se discuten han de encuadrarse de modo preferente en materia de seguridad pública /lo gubernativo policial.

El TC entiende que la materia de seguridad pública se refiere a la protección de las personas y bienes y al mantenimiento de la tranquilidad u orden ciudadano (STC 104/1989) y dicha materia incluye un conjunto plural y diversificado de actuaciones distintas por su naturaleza y contenido, aunque orientadas a una misma finalidad tuitiva del bien jurídico así definido. Dentro de este conjunto de actuaciones hay que situar las específicas de las organizaciones instrumentales destinadas a este fin y, en especial, las que corresponden a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a que se refiere el art. 104 C.E. Sin embargo, esas actividades policiales, en sentido estricto, no agotan el ámbito material de lo que hay que entender por seguridad pública en cuanto concepto delimitador de la competencia, aún solo ejecutiva, de los poderes públicos (STC104/1989).
Además, entiende el TC, la necesidad de efectuar la distinción entre el conjunto plural y diversificado de las actuaciones correspondientes a la materia de seguridad pública y las actividades policiales, con la inclusión de éstas entre aquéllas (STC 175/1999) y al afirmar que no puede realizarse una identificación absoluta entre la materia seguridad pública y las actuaciones que son propias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, es decir, no se reduce la normativa propia de la seguridad pública a regular las actuaciones específicas de la llamada Policía de Seguridad (STC 148/200).
· Delimitación competencial.
Desde la perspectiva de la distribución de competencias el supuesto en cuestión se centra en la determinación de si las funciones públicas en litigio se inscriben en el ámbito de la actividad propia de los cuerpos de policía o, por el contrario, cumplen un papel característico en relación con la seguridad pública desde una perspectiva separada de la actividad de la policía gubernativa.
En opinión del TC, la ley que se enjuicia consiste en una ordenación sistemáticamente unitaria, de signo preventivo, que nace para cumplir un compromiso supraestatal y supone una intervención globalizada en un sector industrial, en cuyo marco global se insertan las medidas cuya atribución competencial se debate y es en ese marco global y de ordenación unitaria en el que dichas medidas encuentran su sentido.

· Consideraciones del TC sobre los artículos impugnados:
Partiendo del encuadramiento material y de la delimitación competencial efectuados, el TC analiza los preceptos impugnados:

· Art. 11 – Concesión de la licencia de actividad: se trata de una medida genérica de policía administrativa de carácter preventivo por razones de seguridad pública que corresponde a un ámbito administrativo prepolicial y que configuran un conjunto de medidas preventivas separadas e independientes de toda intervención de la policía gubernativa.

Corresponde al Estado su otorgamiento, ya que dispone de la competencia exclusiva en materia de seguridad pública (Art.149.1.29 CE).
· Art. 12- Autoridades competentes para recibir notificaciones y requerir información: las obligaciones genéricas de colaboración son una consecuencia necesaria del otorgamiento y constituyen la médula del control preventivo que se pretende instaurar, sin dejar de ser control prepolicial.
Este control prepolicial se inserta en el marco de una intervención sistemáticamente unificada de la Ley y al servicio del fin global de la misma: la prevención genérica de una especial delincuencia, cuya protección territorial es supracomunitaria.

· Arts. 26 y 27 -  Materia sancionadora: la competencia sancionadora de la Generalitat en materia de seguridad pública se limita a las materias sobre las que tenga competencia (las estrictamente policiales). La actividad sancionadora en cuestión se encuadra en el ámbito de genérico de la seguridad pública y no en el específico de los Cuerpos de Policía, por ello la Generalitat de Cataluña solo podrá imponer sanciones al amparo de su competencia para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana, cuando dichas sanciones se inscriban en el ámbito estricto orgánico y funcional de la actividad de su policía autónoma, lo que no es el caso.
III. Comentario general.

El TC considera que la materia de seguridad pública debe de ser entendida como un todo unitario de carácter supraestatal o intracomunitario en el que se insertan un conjunto plural y diversificado de actuaciones, distintas por su naturaleza y contenido, pero orientadas a una misma protección de dicha seguridad pública.

En este marco, las actividades policiales no agotan la materia de seguridad pública en cuanto concepto que sirve para delimitar las competencias, aunque sean ejecutivas, de las Administraciones Públicas.

Vitoria – Gasteiz. Octubre de 2004
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